San José, 15 de abril de 2015

           DJ-AJ-243-2015

Señora
Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte
S.      D.

 Estimada señora:

En atención al oficio Nº 3085-2015, del 24 de marzo de 2015, suscrito por  la señora Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General, donde se remite  el oficio Nº 327-2015, de 17 de marzo del 2015, en que el licenciado Francisco Segura Montero, Director General del Organismo de Investigación Judicial, con motivo de la incapacidad del señor Edwin Gerardo Barquero Campos, desde el 2 de abril del 2012 hasta el 16 de marzo del año en curso, consulta si procede continuar cancelándosele  los pluses salariales de riesgo, disponibilidad y variación de jornada, pese a que por parte de este servidor no se están cumpliendo los presupuestos para hacerse acreedor a esos rubros, en donde se solicita a esta Dirección. Le 
remito el informe suscrito por el Lic, Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis Jurídico de esta Dirección. 
De usted atentamente, 

Karol Monge Molina 

Sub Directora Jurídica a.i. 
cc:
Ref: 296-2015 
jekech
San José, 14 de abril de  2015
                                                                              AJ-C65-2015

Licenciada

Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.
Dirección Jurídica

S.   D.

Estimada señora: 

Por este medio me permito dar respuesta a la consulta realizada en el oficio Nº 3085-2015, del 24 de marzo de 2015, suscrito por la señora  Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General, en el que menciona el oficio Nº 327-2015, de 17 de marzo del 2015, firmado por el licenciado Francisco Segura Montero, Director General del Organismo de Investigación Judicial, sobre  si procede continuar cancelándosele  los pluses salariales de riesgo, disponibilidad y variación de jornada, a un servidor de ese organismo, pese a que no se están cumpliendo los presupuestos para hacerse acreedor a esos rubros.

En virtud de la consulta expuesta, a continuación se exponen una serie de hechos para su análisis: 

1.- De la gestión


En oficio Nº 327-15, del 17 de marzo del 2015, suscrito por el licenciado Francisco Segura Montero, Director General del Organismo de Investigación Judicial, se expone lo siguiente:  


“…Por este medio hago de su estimable conocimiento, que recientemente fui informado por el Lic. Juan Pablo Calvo Salas, Jefe a.i. de la Delegación Regional de Heredia, sobre una situación que se ha venido presentando con el servidor Edwin Gerardo Barquero Campos, cédula de identidad N° 4-148-275. 


Según lo informado, ese servidor se encuentra incapacitado desde el 2 de abril del 2012 al 16 de marzo de los corrientes.  De conformidad con los registros que tiene en ese sentido la Dirección Ejecutiva, la Caja Costarricense de Segura Social le ha venido extendiendo incapacidades en promedio cada mes, aparentemente para que éste cuide a un hermano suyo que se encuentra en fase Terminal. (Adjunto detalle de las incapacidades extendido por la Dirección Ejecutiva).


En virtud de lo anterior, ésta Dirección General le consulta a ese honorable órgano, si dada la situación laboral de ese servidor, procede seguírsele cancelando los pluses salariales de riesgo, disponibilidad y variación de jornada, pese a que por parte de éste no se están cumpliendo los presupuestos para hacerse acreedor a esos rubros. ”
2.- Presupuestos normativos y jurisprudencia, relacionadas al tema de los permisos a personas responsables de pacientes en fase terminal. 

2.1.-  La Ley Nº 7756 de 25 de febrero de 1998. Beneficios para los responsables de pacientes en fase terminal, en lo que interesa, menciona:  
Artículo 1 ídem.- Licencia y subsidio:  “Toda persona activa asalariada que, por el procedimiento señalado en esta ley, se designe responsable de cuidar a un enfermo en fase terminal, gozará de licencia y subsidio en los términos que adelante se fijan, siempre que se trate de una colaboración y no medie retribución alguna.” (La negrita y subrayado no son el original).

Artículo 2 ídem.- Responsable: “El responsable designado podrá ser un familiar o cualquier otra persona que, por su vínculo afectivo y responsabilidad, se estime que cumplirá en forma debida la misión que se le encomienda, a juicio del mismo paciente, o cuando sus condiciones no se lo permitan, a criterio del médico tratante.” (La negrita y subrayado no son el original).
Artículo 3 ídem.- Pacientes en fase terminal: “Se considerarán en fase terminal los pacientes cuya expectativa de vida es igual o menor a seis meses.” (La negrita no es del original).
Artículo 4 ídem.- Plazo: (*) “La licencia y el subsidio se otorgarán a partir de la fecha en que el médico declare al paciente en fase terminal. Durante este lapso, la licencia se renovará cada treinta días calendario y podrá ser levantada antes del vencimiento, a juicio del médico tratante.

(*) El presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 8600 de 17 de setiembre de 2007. ” (Lo subrayado  y la negrita no son del original).
Artículo 5 ídem.- Subsidio (*) “El monto del subsidio se calculará con base en el promedio de los salarios consignados en las planillas procesadas por la Caja Costarricense de Seguro Social, durante los tres meses inmediatamente anteriores a la licencia.” (Lo subrayado no  es del original).
Artículo 6 ídem.- Pago del subsidio: “El subsidio se pagará por períodos vencidos según la periodicidad del salario recibido por el trabajador, sin perjuicio de que el pago completo pueda hacerse efectivo al concluir el período total de la incapacidad o al finalizar períodos mayores que los comprendidos en el pago salarial, a criterio del trabajador.” (Lo subrayado no  es del original).
2.2.- La Circular Nº 176-2013, Asunto: “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial.- 

 El Consejo Superior en sesión Nº 90-13, celebrada el 19 de setiembre de 2013, artículo LXXXII, aprobó el “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, cuyo texto literalmente dice:  
 

“PROCEDIMIENTO PARA LA SOLICITUD Y OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA CUIDAR A UN FAMILIAR ENFERMO O QUE SE ENCUENTRE RECIBIENDO ALGÚN TRATAMIENTO MÉDICO ESPECIAL
 
1.- Se autorizará el cuido de la esposa, esposo, padre, madre, hijo o hija. Lo anterior sin demérito de que se exponga y demuestre ante el Consejo Superior una situación excepcional y que éste llegue a determinar que a pesar de que la persona a cuidar no se encuentra dentro del grupo de personas descritas en el informe base de este protocolo, es necesario conceder alguno de los beneficios.
 
2.- La persona gestionante debe indicar en su nota:
·               Nombre completo, puesto que desempeña, oficina o despacho donde se destaca y su condición a lo interno de la institución: propietario (a) o interino (a). (Este último punto, con el único fin de establecer el tiempo durante el cual se puede otorgar el beneficio, toda vez que en el caso de las personas que se encuentran interinas este no puede exceder a su último nombramiento registrado. Por lo tanto, en casos de interinazgo se debe anotar la fecha de inicio y fin del último nombramiento).
·               La razón por la cual solicita el beneficio.
·               La persona que requiere de sus cuidados.
·               El vínculo que existe entre la persona gestionante y la que requiere de sus cuidados (sea consanguíneo o de afinidad) 
·               La enfermedad que padece, o bien, el tratamiento que recibe la persona que requiere de sus cuidados.
·               Justificar por qué es él o ella quien debe brindar esos cuidados. 
·               El tiempo por el cual requiere disfrutar del beneficio (entiéndase: semanas, meses, días u horas) 
 
5.- En caso de requerirse un período superior a los 10 días hábiles, se contará con un informe elaborado por un profesional del Departamento de Trabajo Social y Psicología que permita establecer uno mayor. Dicho término podría ser prorrogado por un período igual. El Consejo Superior valorará los casos en que se requiera un servicio y cualquier otra información. 
 (…)
6.- La persona servidora judicial que se encuentre disfrutando de uno de estos beneficios, está en la obligación de efectivamente cuidar de la persona por quien gestionó y cumplir, de igual manera, con sus deberes laborales en caso de no estar disfrutando de una licencia con goce de salario total (es decir, tiempo completo). En este último caso la persona servidora judicial se encuentra impedida de llevar a cabo actividades remuneradas, académicas y /o recreativas durante ese tiempo. Deberá comunicar cualquier circunstancia que conlleve a una modificación o terminación del beneficio. 
  
7.- La institución queda facultada para que durante el disfrute del beneficio se le de seguimiento a la condición de la persona que requiere los cuidados, así como del cumplimiento de las obligaciones por parte de la persona servidora judicial. 
  
8.- A efecto de dar seguimiento a los beneficios otorgados, queda a criterio de este Órgano Colegiado designar las tareas o funciones a la dependencia que considere es la competente para llevarlas a cabo según sus atribuciones. 
9.- Todos los beneficios que se otorguen son excepcionales y no generan derechos. La disponibilidad y el zonaje se mantendrán siempre y cuando el beneficio no exceda un mes, en caso de superar ese lapso, tales pluses se suspenderán hasta el regreso a las labores normales del servidor judicial”. .
Se Publico en el Boletín Judicial Nº 233 de Fecha 03-12-2013. ” (La negrita y subrayado no  es del original).
2.3 Resolución de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, número 2005-11262 de las quince horas del veinticuatro de agosto del dos mil cinco, que en lo que interesa, indica: 

“Sobre las actuaciones de la Corte Suprema de Justicia.-
En razón de existir un Convenio entre la CCSS y la CSJ suscrito en 1994, esta última procede a otorgar una licencia con goce de salario en caso de incapacidad del servidor judicial para posteriormente recobrar el 60% del salario mensual a la CCSS. Sin embargo, los supuestos para otorgar licencias con goce de salario dentro del Poder Judicial van más allá que la existencia de una incapacidad, es decir, toda incapacidad tramitada por un funcionario judicial implica -en virtud del citado convenio- una licencia con goce de salario, pero no toda licencia con goce de salario tiene como supuesto una incapacidad. De esta forma, aunque no exista incapacidad, la Corte Suprema de Justicia, en tanto patrono, tiene la potestad de otorgar una licencia con goce de salario en otro tipo de supuestos, que por su especialidad y excepcionalidad lo ameriten y sean autorizados. En este caso, comprueba esta Sala que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial y excepcional que amerita y justifica plenamente un otorgamiento de una licencia con goce de salario. Ciertamente la excepcionalidad de la situación de la recurrente deriva de la concurrencia de tres hechos, primero está de por medio la salud de una menor de edad que corre el riesgo de tener una incapacidad visual mayor, segundo existe criterio médico cierto y reiterado en el sentido de que la presencia de la madre es indispensable y esencial para el tratamiento requerido por la menor, de forma tal que, atendiendo al interés superior de la menor debe ser la madre -y no otra persona- la que ayude en su tratamiento, y tercero la solicitud de permiso con goce de salario fue solicitada por un período de tiempo razonable, a saber, seis meses. Aunque ciertamente la normativa institucional de la Corte Suprema de Justicia no contempla este caso específico para otorgar una licencia con goce de salario, en el subjudice, una interpretación estricta de la literalidad de las normas sin valorar el interés superior de la menor amparada, quien tiene por demás una incapacidad visual (derechos que están protegidos por normas de más alto rango como lo son los Tratados Internacionales mencionados) y sin atender criterio médico que prescribe como absolutamente indispensable la presencia de la madre en el tratamiento de la menor ocasiona que la negativa de su patrono público a otorgarle a la recurrente -su madre- una licencia con goce de salario con el fin de darle tratamiento a su hija sea absolutamente violatorio de los derechos fundamentales de la menor y de las obligaciones estatales al respecto. El deber de protección del Estado a la niñez, en especial a su salud, no puede ceder ante una torcida interpretación administrativa de una norma de inferior rango, como para no considerar que en este caso específico y excepcional donde está en juego la salud presente y futura de la menor amparada no sea un caso cuya excepcionalidad amerite el otorgamiento de una licencia con goce de salario a su madre. Atendiendo la posible violación de los derechos de la menor amparada es que esta Sala ordenó desde el mes de diciembre del 2004 como medida cautelar, entre tanto se contaba con los elementos suficientes para resolver este recurso, a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial el otorgamiento a la recurrente de la licencia con goce de salario; medida que fue incumplida y desobedecida tal y como lo afirma el propio Director Ejecutivo del Poder Judicial (folio 200-201) cuando dice que concederá la licencia con goce de salario únicamente por treinta días, desobediencia que esta Sala deplora principalmente por el posible daño que ello causó en la menor amparada y porque es una situación injustificable, sobretodo entratándose de un funcionario judicial que debe conocer y respetar el carácter obligatorio de las resoluciones y órdenes que emita esta Sala Constitucional. 

VII.- En conclusión.- De conformidad con los motivos expuestos anteriormente y atendiendo al interés superior de la menor amparada, el amparo resulta procedente en contra de la Corte Suprema de Justicia, por lo que se ordena al Consejo Superior del Poder Judicial el otorgamiento de la licencia con goce de salario a la recurrente por el plazo de seis meses.” (La negrita y  el subrayado no son del original).
3. Jurisprudencia, relacionada al tema de los Pluses Salariales. 

3.1 Dictamen de la Procuraduría General de la República, numero c-54-2015 del 09 de marzo de 2015, el cual indica: 

 “…III. SOBRE LA ELIMINACIÓN DE LOS PLUSES SALARIALES CUANDO HAN VARIADO LAS CIRCUNSTANCIAS DE HECHO QUE MOTIVARON EL OTORGAMIENTO DEL PLUS SALARIAL. (Lo subrayado no es del original). 
Como lo señalamos  en el apartado anterior, debe distinguirse entre la nulidad que afecta el acto administrativo de otorgamiento del sobresueldo, y aquellos casos en que desaparece el presupuesto fáctico que motivó el otorgamiento de un sobresueldo que se sujetó al cumplimiento de una condición. 

Para estos últimos casos, como lo apunta la Asesoría Jurídica de la Dirección de Servicio Civil, la jurisprudencia, tanto de la Sala Constitucional como de la Sala Segunda, es abundante en torno a que la Administración puede suprimir el sobresueldo cuando verifique la inexistencia de ese presupuesto fáctico que le dio origen.  Al respecto, ha señalado la Sala Constitucional:

“I.- Esta Sala, en múltiples oportunidades, ha establecido que los sobresueldos que dependan de alguna condición para ser otorgados no constituyen un derecho adquirido que se incorpore como tal al salario propiamente dicho, toda vez que su otorgamiento depende de las condiciones objetivas por las cuales fue reconocido. En otras palabras, si las condiciones bajo las cuales fue otorgado un sobresueldo varían, y la persona ya no se encuentra en las mismas circunstancias, no resulta arbitrario que la Administración revoque en forma unilateral tal beneficio, toda vez que no se cumple la condición bajo la cual se originó (sentencia número 2006-010959 de las diecisiete horas cincuenta y un minutos del veintiséis de julio de dos mil seis).” (Sala Constitucional, resolución número 10010-2007 de las nueve horas y catorce minutos del veinte de julio del dos mil siete.  En el mismo sentido, es posible ver las resoluciones 9531-2007 de las quince horas y treinta y un minutos del tres de julio del dos mil siete, 8940-2007 de las diecisiete horas del veintiuno de junio del dos mil siete,  6588-2007 de las quince horas y cuarenta y seis minutos del quince de mayo del dos mil siete, 3306-2007 de las doce horas cuarenta y ocho minutos del nueve de marzo del dos mil siete, 3343-2007 de las trece horas y veinticinco minutos del nueve de marzo del dos mil siete, 10959-2006 de las diecisiete horas y cincuenta y un minutos del veintiséis de julio del dos mil seis, 9399-2006 de las dieciocho horas y diecisiete minutos del cuatro de julio del dos mil seis, entre otros)   (Lo subrayado es del original, no así la negrita).
Como se desprende de las citas anteriores, ante el cambio en las condiciones fácticas que motivaron el otorgamiento del sobresueldo, la Administración puede suprimir el sobresueldo, sin que pueda considerarse que en estos casos estamos ante un problema de derechos adquiridos, como lo ha señalado reiteradamente la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.”(La negrita no es del original).
4.-  Diferencia de Salario base y salario total.

4.1 Resolución  emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, número 2014-491, de las diez horas del veinticinco de mayo de dos mil catorce.

“A mayor abundamiento, debe recordarse que esta Sala ha hecho la diferencia entre el salario base y el salario total, pues  en este se comprende no solo el primero sino, además, los pluses salariales recibidos por el trabajador (puede verse el voto n.° 309 de las 10:00 horas del 3 de diciembre de 1997; reiterado, entre otros, en los fallos ya citados y en el 996, de las 9:35 horas del 19 de diciembre de 2007). En ese mismo voto se expresó que los pluses deben entenderse (según la doctrina) como “más”, como sobresueldo, suplemento o bonificación por servicios especiales que se agregan al salario base, entre los que se encuentran: gratificaciones, dietas, viáticos, primas, premios,  etc., que no son gratuitos sino compensatorios de la relación de trabajo o prestación de servicios. Igualmente consideró como tales el zonaje y los aumentos anuales. Sobre este mismo tema, en la sentencia n.° 2010 de las 9:54 horas del 9 de abril de 2010, esta Sala (al analizar el salario mínimo en relación con los salarios del sector público) expresó: “El salario es definido en doctrina como “el conjunto de ventajas, económicas, normales y permanentes que obtiene el trabajador como consecuencia de su labor prestada en virtud de una relación de trabajo” (Pla RODRÍGUEZ Américo. (1956). El salario en el Uruguay. Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Montevideo, Montevideo, Uruguay, pp. 12). A partir de la anterior acepción se elaboran una serie de subcategorías referidas al concepto salario, dentro de las cuales es preciso diferenciar el salario base y el salario mínimo. El denominado salario base es la remuneración fija o garantizada por unidad de tiempo u obra referidas a una categoría profesional. Para Palomeque López y ÁLVAREZ de la Rosa su importancia radica en los siguientes factores: “a) es la cantidad salarial que normalmente uniformiza al grupo o categoría profesional; b) será, normalmente el soporte para calcular sobre el mismo la cuantía de muchos complementos salariales y c) es un concepto de cierre: cuando una percepción no es asimilable a alguno de los complementos salariales, se imputará al salario base”. (Palomeque López Manuel Carlos y ÁLVAREZ de la Rosa Manuel. (2002). Derecho del Trabajo, Décima Edición, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, S.A., Madrid, España, pp. 901). A dicho monto salarial, se le adicionan componentes salariales, basados en percepciones retributivas, en virtud de la concurrencia de determinadas circunstancias. Nuestro ordenamiento jurídico se refiere a ellas como sobresueldos y pluses. El autor español Alfredo Montoya Melgar, haciendo referencia a la legislación española clasifica dichas sumas atendiendo su vinculación a las condiciones de la persona, al trabajo y a la situación y los resultados de la empresa , siendo claro en el sentido que dichas sumas no deben ser consideradas para el cálculo del salario base. Al respecto enseña: “Complementos vinculados a la persona: son aquellos que remuneran circunstancias personales del trabajador, no tomadas en cuenta al determinar el salario base (…). / Complementos vinculados al trabajo: dentro de ellos se sitúa los que retribuyen la mayor productividad (…), así como las especiales condiciones del puesto de trabajo (v.g.: complementos de penosidad, peligrosidad, toxicidad, nocturnidad, etc.)(…). / Complementos vinculados a la situación y resultados de la empresa: en tal se incluyen la participación de beneficio y gratificaciones en función de ventas, facturación, etc.” (Montoya Melgar Alfredo. (2007). Derecho del Trabajo, vigésima octava edición, Editorial Tecnos, Madrid, España, pp. 374)…” (La negrita es agregada). De forma que desde esta última perspectiva, al entenderse los pluses o sobresueldos, como lo es la disponibilidad, otorgados en atención a ciertas condiciones o circunstancias (de la empresa, del trabajador o del servicio prestado), estos componentes se dan cuando dichas circunstancias existan, cesando (si ya están) cuando estas dejen de darse. Precisamente el pago de disponibilidad existe en razón de las necesidades del servicio público de salud de contar con personal médico especializado disponible para la atención de pacientes (en un tiempo dado) en situación de riesgo en cuanto a su funcionalidad orgánica o de su vida. Consecuentemente, en el momento en que esa circunstancia, condición o necesidad deje objetivamente de existir, perfectamente la entidad aseguradora podría eliminarla, aunque no de manera intempestiva o arbitraria, sin que pueda el afectado alegar ningún tipo de derecho adquirido. Todo ello lleva a afirmar la conclusión ya expuesta de que en el caso concreto estamos ante un plus o sobresueldo salarial variable. Según lo apuntado, lo resuelto por el tribunal en la sentencia recurrida, deberá ser revocado. Por innecesario se omite pronunciamiento concreto sobre los otros agravios formulados en el recurso que nos ocupa…”
Conclusiones: 

Analizado el cuadro fáctico normativo y Jurisprudencial anteriormente expuesto se concluye:

 1.-
   Informar que para efecto de los beneficios y procedimiento para otorgar la licencia o permisos a personas responsables de pacientes en fase terminal, existen la Ley 7756 del 25 de febrero de 1998, “Beneficios para los responsables de pacientes en fase Terminal”, así como la Circular Nº 176-2013: “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, anteriormente citadas.
2.- Es importante aclarar que actualmente no existe norma expresa, que indique que se debe  o no rebajar o dejar de pagar los pluses salariales a las servidoras o servidores judiciales que se encuentre con licencia de goce salarial, por designase responsable de cuidar a  una persona enferma en fase terminal. Pese a que estos servidores no están cumpliendo,  de forma efectiva, los presupuestos para hacerse acreedor a esos rubros. 

3. Si bien es cierto que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha sido constante al indicar que: 


“En reubicaciones por motivos de salud, se debe mantener el salario con los pluses como el que solicita la actora, por ser licencias especiales.”

“A mayor abundamiento debe resaltarse que, tal como se señaló en el voto transcrito de esta Sala, resulta aplicable al caso en estudio el numeral 174 del Estatuto de Servicio Civil, con lo cual el salario de la actora se le debe pagar con todos los pluses que tuviera al momento del traslado por motivos de salud, al igual que cualquier otro trabajador incapacitado de manera temporal o definitiva; pues en la práctica lo que dio fue una incapacidad para el trabajo reconocida y aceptada por la Administración.” (Énfasis agregado).

(Resoluciones número 2014-000095 de las nueve horas cuarenta minutos del treinta y uno de enero de dos mil catorce, resolución 2014-000514 de las nueve horas treinta minutos del treinta de mayo de dos mil catorce, respectivamente).  

También es cierto el  artículo 13 de la Ley Jurisdiccional Constitucional, Ley Número 7135 de 11 de octubre de 1989, Publicado en la Gaceta Nº 198 de 19 de octubre de 1989, el cual indica: 

 
“La jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma.”

5.- Bajo la normativa y jurisprudencia analizada, ésta Dirección considera que no se deben pagar los pluses salariales o sobresueldos, mientras el señor Edwin Gerardo Barquero Campos, se encuentre con el beneficio para los responsables de pacientes en fase terminal, ya que estos componentes se deben cancelar cuando las circunstancias exista, esto sin que el servidor pueda alegar ningún tipo de derecho adquirido, tomando en consideración que la Sala Constitucional, en múltiples oportunidades, ha establecido: 

“… que los sobresueldos que dependan de alguna condición para ser otorgados no constituyen un derecho adquirido que se incorpore como tal al salario propiamente dicho, toda vez que su otorgamiento depende de las condiciones objetivas por las cuales fue reconocido. En otras palabras, si las condiciones bajo las cuales fue otorgado un sobresueldo varían, y la persona ya no se encuentra en las mismas circunstancias, no resulta arbitrario que la Administración revoque en forma unilateral tal beneficio, toda vez que no se cumple la condición bajo la cual se originó…”

En el mismo sentido, es posible ver las resoluciones de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (Voto 02042-12, resolución número 2012002042 de las  diez horas cinco minutos del diecisiete de febrero de dos mil  doce,  Voto 01545-12, resolución número 2012001545 de las catorce horas cincuenta minutos del siete de febrero de dos mil doce, voto 06390-11, resolución número 2011006390  de las quince horas y catorce minutos del dieciocho de mayo del dos mil once). 
 
 Elaborado por
Licda. Hazel Montero Rodríguez

Asesora Legal a.i. Área de Análisis Jurídico 

 Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador

Área de Análisis Jurídico
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